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Informe de la comisión para el estudio y preparación del Estatuto Básico del Empleado Público

Un informe preocupante
l pasado mes de
abril se presentaron
a la opinión pública
las conclusiones de
la Comisión nom-
brada para estudiar
propuestas sobre el

futuro estatuto básico del personal
empleado público.

Resultaron llamativas las decla-
raciones, provenientes del propio
Ministro Jordi Sevilla, sobre el final
del puesto de trabajo “para toda la
vida” y la vinculación entre salario y
evaluación del trabajo.

Tras una lectura, más o menos
detenida, del dichoso informe, que-
remos llamar la atención sobre es-
tas y otras propuestas de la Comi-
sión que nos parecen, cuanto me-
nos, preocupantes.

No podemos negar algunos as-
pectos positivos como la constata-
ción de la excesiva temporalidad en
las Administraciones Públicas, la
necesidad de disminuir las diferen-
cias entre personal laboral y perso-
nal funcionario, la propuesta de re-
ducir el número de grupos, la posi-
bilidad de establecer legislación para
la Administración Local a nivel au-
tonómico o la necesidad de excluir
el clientelismo político y sindical en
los procesos de acceso al empleo
público. Pero junto a esto se hacen
valoraciones y propuestas que, a
nuestro juicio, contradicen estas
posiciones de partida.

La primera deficiencia que encon-
tramos es la renuncia expresa a
posicionarse en torno a la defensa
de los servicios públicos, a la obliga-
toriedad del Estado y sus Adminis-
traciones de procurar su mejora y
universalización. Las renuncia a va-
lorar los procesos actuales de
privatización y externalización de
servicios que se están llevando des-
de los distintos gobiernos.  Se apues-
ta por unas Administraciones “efi-
caces” y “eficientes” sin entrar a dis-
cutir qué es lo que se entiende por
estos términos y, cuando se esta-
blece alguna relación, es con los cri-
terios de eficiencia económica utili-
zados en la empresa privada. Se dan
soluciones que pretenden ser neu-

tras, pero que dejan cierto sabor a
liberalismo económico: El término
“productividad” es de los más nom-
brados a lo largo del texto. Desde
luego, ni en una sola ocasión se hace
mención al carácter democrático de
las Administraciones Públicas, ni al
necesario control de su gestión.

Una de las justificaciones para
la elaboración de un Estatuto es el
reconocimiento del cambio en la
estructura de las Administraciones
Públicas, con un aumento en el nú-
mero global de personas a su servi-
cio. Al mismo tiempo, con el naci-
miento de la autonomías y el suce-
sivo traspaso de competencias des-
de el Estado Central, ha ido crecien-
do el peso de lo que denominan Ad-
ministraciones Periféricas. La Admi-
nistración del Estado sólo tiene a
su servicio a un 23% del total del
personal empleado público.

Otro aspecto que la Comisión
alega para justificar un nuevo Esta-
tuto es que la actual legislación
reguladora del empleo público es rí-
gida y uniforme frente a la hetero-
geneidad presente en este empleo.

En el informe se estima necesa-
ria la redacción de estatutos secto-
riales y de leyes autonómicas que
completen y adecuen la norma gene-
ral a los distintos ámbitos, pero al
mismo tiempo se nos presenta la
necesidad de un Estatuto como le-
gislación básica, de obligado cumpli-
miento para todas las administracio-
nes, que imponga muchos límites y
cuya gran cantidad de contenidos nos
dibuja una forma de entender la re-
gulación del empleo público de ma-
nera centralista y centralizadora. Se
quiere impedir, en la práctica, la ca-
pacidad de diseñar modelos de fun-
ción pública distintos de los marca-
dos en la legislación estatal.

En cuanto al modelo de relación
contractual, sucede lo mismo que
con otros aspectos del informe. Se
reconoce una dualización de los re-
gímenes jurídicos, con personal fun-
cionario y personal laboral, que en
muchas ocasiones trabaja en la mis-
ma unidad administrativa y ejercien-
do las mismas funciones. Como so-
lución se aporta una propuesta

estatutaria que engloba a los dos
tipos de personal, pero que a la fuer-
za chirría cuando se intenta, al mis-
mo tiempo, mantener esta dualidad.
Se renuncia a una relación contrac-
tual única que marque un modelo
de personal empleado público sin
diferencias.

La Comisión propone, además, la
creación de una clase “directiva” de
personal empleado público, separa-
da del resto. Ni serían personal fun-
cionario ni serían cargos políticos,
contando además con un estatuto
propio. Frente a un modelo de ges-
tión democrático se opta por un
modelo tecnocrático. Una gestión
cercana al modelo empresarial. Se
otorga un carácter estable y profe-
sional a la función directiva y se
prevén unas condiciones de trabajo
similares a los ejecutivos de las
grandes empresas, incluso con par-
ticipación en los “beneficios”.

Cuando se hace repaso a la alta
temporalidad y a la necesidad de
acabar con ella, se propone que el
cese del personal interino sea cuan-
to antes. Aunque se establece cier-
ta relación entre personal interino
y oferta de empleo público de las
distintas Administraciones, se
cuestionan los procesos de conso-
lidación de empleo. También se da
la posibilidad de amortizar los pues-
tos de trabajo ocupados por perso-
nal interino, sin vincular las Rela-
ciones de Puestos de Trabajo a los
empleos realmente necesarios, con
lo que se impide, de hecho, su apa-
rición en las ofertas de empleo pú-
blico y, por lo tanto, la disminución
de la precariedad.

El informe no considera la expe-
riencia como un factor clave de ca-
pacitación para el desempeño de un
trabajo. No debe haber duda acerca
de este extremo. Compartimos con
la Comisión que los puestos de tra-
bajo interinos sean cubiertos si-
guiendo los criterios de publicidad,
mérito y capacidad, pero una vez
cumplido esto, la experiencia debe
ser un valor fundamental para el
acceso al empleo público estable.

Uno de los aspectos más cuestio-
nables del informe es, sin duda, la
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un informe preocupante
apuesta por la evaluación del traba-
jo desarrollado y su vinculación a los
salarios (ganancia o pérdida de com-
plementos de productividad) y la pro-
moción profesional (subidas de ni-
vel o, en caso de evaluación negati-
va, posible retorno a puestos de tra-
bajo anteriores, de menor categoría).

Hasta el momento, las producti-
vidades han servido para sacar parte
del salario de los conceptos retribu-
tivos básicos y para favorecer a de-
terminados grupos de personal, casi
siempre el de mayor categoría (“los
jefes”). Se trata, en definitiva, de un
concepto retributivo con poco cono-
cimiento y control públicos, que fal-
sea los salarios y genera diferencias
retributivas poco justificables. Inci-
dir en el aumento del peso de la pro-
ductividad en los salarios significa,
en el fondo, facilitar la arbitrariedad
de los poderes políticos para provo-
car diferencias salariales injustas,
aunque estas productividades ven-
gan avaladas por procesos de evalua-
ción supuestamente objetivos.

En cuanto a la relación entre eva-
luación y promoción profesional, se
disminuye el valor de la experien-
cia, como base sobre la que deben
valorarse los méritos para promocio-
nar. Al igual que con la productivi-
dad, se parte de un supuesto que
es falso en la mayoría de las Admi-
nistraciones Públicas: la objetividad
de las evaluaciones o los baremos
de méritos. Son excepciones las
personas empleadas públicas reco-
nocidas por trabajar más y mejor. La
promoción profesional, las retribu-
ciones y la movilidad voluntaria es-
tán mucho más vinculadas a redes
clientelares políticas, económicas y
sindicales (en determinadas Admi-
nistraciones ésta es la regla) o a la
acumulación de títulos, trabajos o
conocimientos librescos, con poca
relación con el trabajo real, que al
rendimiento y capacidad efectiva-
mente demostrados.

A lo largo de todo el documento
parece querer mantenerse un equi-
librio entre afirmaciones y propues-
tas que muchas veces se contradi-
cen: Se constata la temporalidad
pero se cierran caminos para
frenarla, se constata la descentra-
lización administrativa vivida en los
últimos 25 años y se proponen me-
didas centralizadoras, se habla de
transparencia y objetividad y se pre-
tende dejar las decisiones en ma-
nos de quienes ostentan la direc-
ción política en las Administracio-

nes Públicas, se quiere evitar la ar-
bitrariedad en la promoción y los
salarios y se propone la productivi-
dad, fuente de injusticias, como con-
cepto retributivo.

Mucho tendrá que cambiar el pro-
yecto de Estatuto, respecto a las

propuestas de la Comisión, si que-
remos definir una Administración
democrática, independiente del po-
der político y profesionalizada, que
asegure unos servicios públicos de
calidad y al alcance de toda la po-
blación.

Durante todo este año se está ne-
gociando una nueva reforma del
mercado de trabajo. Negociación
que se pretende terminar este mes
de julio.

Desde las organizaciones patro-
nales (CEOE) tienen claros los ob-
jetivos: promover una reforma la-
boral que disminuya los costes la-
borales y la protección para los tra-
bajadores con contrato indefinido
(flexibilizar el despido). A estas pro-
puestas se suman organismos in-
ternacionales, supuestamente
neutros, como la OCDE.

Las voces que llegan desde el
Ministerio de Trabajo nos dicen que
se pretende la generalización de la
contratación indefinida frente a los
contratos temporales. Este tipo de
contratos supone un porcentaje
anormalmente alto, en el Estado
Español, respecto al conjunto de
la Unión Europea.

Para lograrlo se barajan dos pro-
puestas. Una de ellas es la reduc-
ción de las cotizaciones por des-
empleo, a la Seguridad Social, que
pagan las empresas por los contra-
tos indefinidos.

La otra es la posibilidad de ge-
neralizar la indemnización de 33
días por año para los despidos, que
se utiliza desde el anterior acuer-
do (1997), para el fomento de los
contratos indefinidos de jóvenes,
mujeres y mayores de 45 años. Con
esto disminuiría el coste general
del despido de 45 a 33 días por
años trabajado.

Desde los sindicatos UGT y
CCOO, que representan la tercera
parte de la negociación, parece que
se está de acuerdo con la rebaja
en las cotizaciones empresariales
a la Seguridad Social, como contra-
partida al posible endurecimiento
de las condiciones en la contrata-

ción temporal. De momento, se
rechaza la posibilidad de abaratar
el despido (generalización del paso,
en los despidos, de 45 a 33 días
por año trabajado).

Por ahora no sabemos cómo
acabará el asunto. Hay ya una mala
noticia: la aceptación, por la parte
sindical, de la rebaja en las cotiza-
ciones empresariales. Hasta aho-
ra, este tipo de bonificaciones no
se han mostrado útiles para el au-
mento de la estabilidad en los
puestos de trabajo. Su única reac-
ción inmediata es la rebaja de los
costes empresariales y de los in-
gresos en los fondos de la Seguri-
dad Social.

La propuesta de reducir las co-
tizaciones se argumenta por el su-
perávit de la Seguridad Social, pero
en vez de utilizarlo para garantizar
necesidades futuras, como las del
tan cuestionado sistema público de
pensiones, se toman como base
para reducir los ingresos.

Tampoco parece que la oposi-
ción al abaratamiento del despido
vaya a ser frontal (ojalá nos equi-
voquemos), visto lo acordado en la
reforma del 97 y, sobre todo, vien-
do la asunción, que hacen los dos
sindicatos institucionales de los
principios neoliberales.

Mientras no se cuestione el mo-
delo neoliberal y la competitividad
(único elemento que se plantea
como solución a todos los proble-
mas laborales y sociales) no pode-
mos esperar nada bueno de las fu-
turas reformas laborales. Las su-
cesivas reformas hechas, con acuer-
do sindical o sin él, han venido qui-
tando derechos a las personas asa-
lariadas y dando beneficios a las
empresas. La experiencia nos lo
dice y no parece que, de momento,
vayan a cambiar las cosas.

Una reforma laboral en camino
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